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Apuntes de Derecho Administrativo. Gestión de la Seguridad. Empresas de seguridad.  
 Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada.  
 Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad 
Ciudadana (modificada por la STC 341/1993, de 18 de noviembre y con 
diversas reformas legislativas, la última de ellas por L.O. 3/2013, de 20 de 
junio). Atención: Nueva L.O. de Seguridad Ciudadana pendiente de 
aprobación en el Senado.  
Conforme a lo previsto en el art. 2.1. LOSP, se entiende por "Seguridad Privada":  
el conjunto de actividades, servicios, funciones y medidas de seguridad 
adoptadas, de forma voluntaria u obligatoria, por personas físicas o 
jurídicas, públicas o privadas, realizadas o prestados por empresas de 
seguridad, despachos de detectives privados y personal de seguridad 
privada para hacer frente a actos deliberados o riesgos accidentales, o 
para realizar averiguaciones sobre personas y bienes, con la finalidad de 
garantizar la seguridad de las personas, proteger su patrimonio y velar por 
el normal desarrollo de sus actividades. 
 
Hay que tener en consideración las actividades propias de la Seguridad Privada, las que 
son compatibles, y las que están excluidas:  
Artículo 5. Actividades de seguridad privada. 
1. Constituyen actividades de seguridad privada las siguientes: 
a. La vigilancia y protección de bienes, establecimientos, lugares y eventos, tanto 
públicos como privados, así como de las personas que pudieran encontrarse en los 
mismos. 
b. El acompañamiento, defensa y protección de personas físicas determinadas, 
incluidas las que ostenten la condición legal de autoridad. 
c. El depósito, custodia, recuento y clasificación de monedas y billetes, títulos-valores, 
joyas, metales preciosos, antigüedades, obras de arte u otros objetos que, por su 
valor económico, histórico o cultural, y expectativas que generen, puedan requerir 
vigilancia y protección especial. 
d. El depósito y custodia de explosivos, armas, cartuchería metálica, sustancias, 
materias, mercancías y cualesquiera objetos que por su peligrosidad precisen de 
vigilancia y protección especial. 
e. El transporte y distribución de los objetos a que se refieren los dos párrafos 
anteriores. 
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f. La instalación y mantenimiento de aparatos, equipos, dispositivos y sistemas de 
seguridad conectados a centrales receptoras de alarmas o a centros de control o de 
videovigilancia. 
g. La explotación de centrales para la conexión, recepción, verificación y, en su caso, 
respuesta y transmisión de las señales de alarma, así como la monitorización de 
cualesquiera señales de dispositivos auxiliares para la seguridad de personas, de 
bienes muebles o inmuebles o de cumplimiento de medidas impuestas, y la 
comunicación a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes en estos casos. 
h. La investigación privada en relación a personas, hechos o delitos sólo perseguibles 
a instancia de parte. 
2. Los servicios sobre las actividades relacionadas en los párrafos a) a g) del apartado 
anterior únicamente podrán prestarse por empresas de seguridad privada, sin perjuicio 
de las competencias de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. Los despachos de 
detectives podrán prestar, con carácter exclusivo y excluyente, servicios sobre la 
actividad a la que se refiere el párrafo h) del apartado anterior. 
3. Las entidades públicas o privadas podrán constituir, previa autorización del 
Ministerio del Interior o del órgano autonómico competente, centrales receptoras de 
alarmas de uso propio para la conexión, recepción, verificación y, en su caso, 
respuesta y transmisión de las señales de alarma que reciban de los sistemas de 
seguridad instalados en bienes inmuebles o muebles de su titularidad, sin que puedan 
dar, a través de las mismas, ningún tipo de servicio de seguridad a terceros. 
Artículo 6. Actividades compatibles. 
1. Quedan fuera del ámbito de aplicación de esta ley, sin perjuicio de la normativa 
específica que pudiera resultar de aplicación, especialmente en lo que se refiere a la 
homologación de productos, las siguientes actividades: 
a. La fabricación, comercialización, venta, entrega, instalación o mantenimiento de 
elementos o productos de seguridad y de cerrajería de seguridad. 
b. La fabricación, comercialización, venta o entrega de equipos técnicos de seguridad 
electrónica, así como la instalación o mantenimiento de dichos equipos siempre que 
no estén conectados a centrales de alarma o centros de control o de videovigilancia. 
c. La conexión a centrales receptoras de alarmas de sistemas de prevención o 
protección contra incendios o de alarmas de tipo técnico o asistencial, o de sistemas 
o servicios de control o mantenimiento. 
d. La planificación, consultoría y asesoramiento en materia de actividades de 
seguridad privada, que consistirá en la elaboración de estudios e informes de 
seguridad, análisis de riesgos y planes de seguridad referidos a la protección frente 
a todo tipo de riesgos, así como en auditorías sobre la prestación de los servicios de 
seguridad. 
Estas actividades podrán desarrollarse por las empresas de seguridad privada. 
2. Quedan también fuera del ámbito de aplicación de esta ley, a no ser que impliquen la 
asunción o realización de servicios o funciones de seguridad privada, y se regirán por 
las normas sectoriales que les sean de aplicación en cada caso, los siguientes servicios 
y funciones: 
a. Las de información o de control en los accesos a instalaciones, comprendiendo el 
cuidado y custodia de las llaves, la apertura y cierre de puertas, la ayuda en el 
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acceso de personas o vehículos, el cumplimiento de la normativa interna de los 
locales donde presten dicho servicio, así como la ejecución de tareas auxiliares o 
subordinadas de ayuda o socorro, todas ellas realizadas en las puertas o en el 
interior de inmuebles, locales públicos, aparcamientos, garajes, autopistas, 
incluyendo sus zonas de peajes, áreas de servicio, mantenimiento y descanso, por 
porteros, conserjes y demás personal auxiliar análogo. 
b. Las tareas de recepción, comprobación de visitantes y orientación de los mismos, 
así como las de comprobación de entradas, documentos o carnés, en cualquier clase 
de edificios o inmuebles, y de cumplimiento de la normativa interna de los locales 
donde presten dicho servicio. 
c. El control de tránsito en zonas reservadas o de circulación restringida en el interior 
de instalaciones en cumplimiento de la normativa interna de los mismos. 
d. Las de comprobación y control del estado y funcionamiento de calderas, bienes e 
instalaciones en general, en cualquier clase de inmuebles, para garantizar su 
conservación y funcionamiento. 
Estos servicios y funciones podrán prestarse o realizarse por empresas y personal de 
seguridad privada, siempre con carácter complementario o accesorio de las funciones 
de seguridad privada que se realicen y sin que en ningún caso constituyan el objeto 
principal del servicio que se preste. 
3. El personal no habilitado que preste los servicios o funciones comprendidos en el 
apartado anterior, en ningún caso podrá ejercer función alguna de las reservadas al 
personal de seguridad privada, ni portar ni usar armas ni medios de defensa, ni utilizar 
distintivos, uniformes o medios que puedan confundirse con los previstos para dicho 
personal. 
4. Los prestadores de servicios de seguridad privada que vendan, entreguen, instalen o 
mantengan equipos técnicos de seguridad, no conectados a centrales receptoras de 
alarmas o a centros de control o de videovigilancia, quedan fuera del ámbito de 
aplicación de la legislación de seguridad privada. 
5. Las empresas de seguridad privada que se dediquen a la instalación o mantenimiento 
de aparatos, dispositivos y sistemas de seguridad que no incluyan la conexión a 
centrales receptoras de alarmas o a centros de control o de videovigilancia, sólo están 
sometidas a la normativa de seguridad privada en lo que se refiere a las actividades y 
servicios de seguridad privada para las que se encontrasen autorizadas. 
6. A las empresas, sean o no de seguridad privada, que se dediquen a las actividades de 
seguridad informática, entendida como el conjunto de medidas encaminadas a proteger 
los sistemas de información a fin de garantizar la confidencialidad, disponibilidad e 
integridad de la misma o del servicio que aquéllos prestan, por su incidencia directa en 
la seguridad de las entidades públicas y privadas, se les podrán imponer 
reglamentariamente requisitos específicos para garantizar la calidad de los servicios 
que presten. 
Artículo 7. Actividades excluidas. 
1. No están sujetas a esta ley las actuaciones de autoprotección, entendidas como el 
conjunto de cautelas o diligencias que se puedan adoptar o que ejecuten por sí y para sí 
mismos de forma directa los interesados, estrictamente dirigidas a la protección de su 
entorno personal o patrimonial, y cuya práctica o aplicación no conlleve 
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contraprestación alguna ni suponga algún tipo de servicio de seguridad privada 
prestado a terceros. 
Cuando los interesados tengan el carácter de empresas o entidades de cualquier tipo, 
en ningún caso utilizarán a sus empleados para el desarrollo de las funciones previstas 
en la presente ley, reservadas a las empresas y el personal de seguridad privada. 
2. Queda fuera del ámbito de aplicación de esta ley la obtención por uno mismo de 
información o datos, así como la contratación de servicios de recepción, recopilación, 
análisis, comunicación o suministro de información libre obrante en fuentes o registros 
de acceso público. 
 
Por su parte el art. 11 es el que establece el Registro Nacional de Seguridad Privada 
Artículo 11. Registro Nacional de Seguridad Privada y registros autonómicos. 
1. Serán objeto de inscripción de oficio en el Registro Nacional de Seguridad Privada 
del Ministerio del Interior, una vez concedidas las pertinentes autorizaciones o, en su 
caso, presentadas las declaraciones responsables, u obtenidas las preceptivas 
habilitaciones o acreditaciones, el personal de seguridad privada, las empresas de 
seguridad privada y los despachos de detectives privados, así como delegaciones y 
sucursales, los centros de formación del personal de seguridad privada y las centrales 
receptoras de alarma de uso propio, cuando no sean objeto de inscripción en los 
registros de las comunidades autónomas. 
Igualmente, se inscribirán en el Registro Nacional de Seguridad Privada las sanciones 
impuestas en materia de seguridad privada, las comunicaciones de los contratos y sus 
modificaciones y cuantos datos sean necesarios para las actuaciones de control y 
gestión de la seguridad privada, cuando tales sanciones, comunicaciones y datos se 
refieran a servicios de seguridad privada que se presten en un ámbito territorial 
distinto al de una comunidad autónoma con competencia en materia de seguridad 
privada. 
2. En los registros de las comunidades autónomas, una vez concedidas las pertinentes 
autorizaciones o, en su caso, presentadas las declaraciones responsables, u obtenidas 
las preceptivas habilitaciones, se inscribirán de oficio las empresas de seguridad 
privada y los despachos de detectives privados, así como delegaciones y sucursales, los 
centros de formación del personal de seguridad privada y las centrales receptoras de 
alarma de uso propio, que tengan su domicilio en la comunidad autónoma y cuyo 
ámbito de actuación esté limitado a su territorio. 
Igualmente, se inscribirán en dichos registros las sanciones impuestas en materia de 
seguridad privada, las comunicaciones de los contratos y sus modificaciones y cuantos 
datos sean necesarios para las actuaciones de control y gestión de la seguridad 
privada, cuando tales sanciones, comunicaciones y datos se refieran a servicios de 
seguridad privada que se presten en el ámbito territorial propio de una comunidad 
autónoma con competencia en materia de seguridad privada. 
3. En el referido Registro Nacional, además de la información correspondiente a las 
empresas de seguridad privada que en el mismo se inscriban, se incorporará la relativa 
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a las empresas de seguridad privada inscritas en los registros de las comunidades 
autónomas con competencia en la materia. 
A tales efectos, los órganos competentes de las mencionadas comunidades autónomas 
deberán comunicar al Registro Nacional de Seguridad Privada los datos de las 
inscripciones y anotaciones que efectúen sobre las empresas de seguridad privada que 
inscriban, así como sus modificaciones y cancelaciones. 
4. En los mencionados registros, nacional y autonómicos, se anotarán también los 
datos de las empresas que realicen actividades de seguridad informática, de acuerdo 
con lo que reglamentariamente se determine. 
5. Las autoridades responsables del Registro Nacional y de los registros autonómicos 
establecerán los mecanismos de colaboración y reciprocidad necesarios para permitir 
su interconexión e interoperabilidad, la determinación coordinada de los sistemas de 
numeración de las empresas de seguridad privada y el acceso a la información 
registral contenida en los mismos, para el ejercicio de sus respectivas competencias. 
6. Dichos registros serán públicos exclusivamente en cuanto a los asientos referentes a 
la denominación o razón social, domicilio, número de identificación fiscal y actividades 
en relación con las cuales estén autorizadas o hayan presentado la declaración 
responsable las empresas de seguridad privada, despachos de detectives, centros de 
formación del personal de seguridad privada y centrales de alarmas de uso propio. 
7. Reglamentariamente se regulará la organización y funcionamiento del Registro 
Nacional de Seguridad Privada. 
 
Toda la información sobre la tramitación del Registro e inscripción está disponible 




Por su parte, y en relación a la videovigilancia cabe hacer mención a lo previsto en el 
art. 42 de la LOSP, que por primera vez regula de una forma clara los servicios de 
videovigilancia por parte de las empresas de seguridad privada:  
 
Artículo 42. Servicios de videovigilancia. 
1. Los servicios de videovigilancia consisten en el ejercicio de la vigilancia a través de 
sistemas de cámaras o videocámaras, fijas o móviles, capaces de captar y grabar 
imágenes y sonidos, incluido cualquier medio técnico o sistema que permita los mismos 
tratamientos que éstas. 
Cuando la finalidad de estos servicios sea prevenir infracciones y evitar daños a las 
personas o bienes objeto de protección o impedir accesos no autorizados, serán 
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prestados necesariamente por vigilantes de seguridad o, en su caso, por guardas 
rurales. 
No tendrán la consideración de servicio de videovigilancia la utilización de cámaras o 
videocámaras cuyo objeto principal sea la comprobación del estado de instalaciones o 
bienes, el control de accesos a aparcamientos y garajes, o las actividades que se 
desarrollan desde los centros de control y otros puntos, zonas o áreas de las autopistas 
de peaje. Estas funciones podrán realizarse por personal distinto del de seguridad 
privada. 
2. No se podrán utilizar cámaras o videocámaras con fines de seguridad privada para 
tomar imágenes y sonidos de vías y espacios públicos o de acceso público salvo en los 
supuestos y en los términos y condiciones previstos en su normativa específica, previa 
autorización administrativa por el órgano competente en cada caso. Su utilización en el 
interior de los domicilios requerirá el consentimiento del titular. 
3. Las cámaras de videovigilancia que formen parte de medidas de seguridad 
obligatorias o de sistemas de recepción, verificación y, en su caso, respuesta y 
transmisión de alarmas, no requerirán autorización administrativa para su instalación, 
empleo o utilización. 
4. Las grabaciones realizadas por los sistemas de videovigilancia no podrán destinarse 
a un uso distinto del de su finalidad. Cuando las mismas se encuentren relacionadas 
con hechos delictivos o que afecten a la seguridad ciudadana, se aportarán, de propia 
iniciativa o a su requerimiento, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes, 
respetando los criterios de conservación y custodia de las mismas para su válida 
aportación como evidencia o prueba en investigaciones policiales o judiciales. 
5. La monitorización, grabación, tratamiento y registro de imágenes y sonidos por 
parte de los sistemas de videovigilancia estará sometida a lo previsto en la normativa 
en materia de protección de datos de carácter personal, y especialmente a los 
principios de proporcionalidad, idoneidad e intervención mínima. 
6. En lo no previsto en la presente ley y en sus normas de desarrollo, se aplicará lo 
dispuesto en la normativa sobre videovigilancia por parte de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad. 
 
